Ciudad de México, 26 de octubre de 2016.

Panel “Incidencia del Sistema Nacional de Transparencia en el ámbito judicial”.

Presentadora: Buenos días. Agradecemos su presencia en este Seminario y vamos a dar inicio con el Panel “Incidencia del Sistema Nacional de Transparencia en el ámbito judicial”.

Para ello, damos la bienvenida a la Comisionada Presidenta Ximena Puente de la Mora. Bienvenida.

Agradecemos la presencia de la doctora María Marván Laborde.

Está también con nosotros el licenciado Alejandro Manuel González García.

Y en su carácter de moderador nos acompaña el juez Miguel Bonilla López.

Previo a dar inicio con el desarrollo del panel, me permito leer a ustedes algunas líneas sobre la semblanza curricular de los participantes.

La Comisionada Ximena Puente de la Mora es abogada, académica e investigadora mexicana especialista en temas de transparencia, rendición de cuentas desde hace más de 10 años; cuenta con una licenciatura en derecho por la Universidad de Colima, maestría en Ciencias Jurídicas por la Universidad de Navarra, en Pamplona, España; y doctorado en Derecho, por la Universidad de Guadalajara, grados obtenidos con mención honorífica.

Entre 2003 y 2014 se desempeñó como profesora e investigadora de tiempo completo en la Facultad de Derecho de la Universidad de Colima, donde se incorporó al servicio público como Comisionada del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos del estado de Colima, en agosto de 2011, y ocupando la presidencia del mismo en 2014.

Actualmente es Comisionada Presidente del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, Presidente del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Ha escrito en los periódicos El Universal y El Financiero, miembro desde 2008 del Sistema Nacional de Investigadores del CONACYT.

Ahora presentaremos a la doctora María Marván Laborde, quien fue la primera y única Consejera Presidenta mujer del IFE y Comisionada Presidenta fundadora del IFAI.

Estudió en la UNAM sociología y se graduó de maestría y doctorado en la New School for Social Research, de la ciudad de Nueva York, en los Estados Unidos. Se ha especializado en temas de política, cuestiones electorales, transparencia, acceso a la información, protección de datos personales y desarrollo democrático en México. Ha sido catedrática en la Universidad Nacional Autónoma de México, en la Universidad de Guadalajara, en el Instituto de Estudios Superiores de Occidente, entre otros.

En la Organización de Estados Americanos participó con el grupo redactor de la ley Modelo de Transparencia y Acceso a la Información, así como la guía para su implementación; fue invitada por el equipo de Barack Obama a participar en el grupo de creación de la Alianza Internacional para el Gobierno Abierto.

Finalmente leemos algunas líneas sobre el licenciado Alejandro Manuel González García, quien estudió la carrera de Derecho en la Universidad La Salle y obtuvo el grado de maestro en derecho por la Universidad Carlos III, de Madrid, España.

Cuenta con diplomados en derecho europeo y español en la competencia y derecho concursal, entre otros estudios en seminarios y cursos de especialización en temas de derecho.

Dentro del Poder Judicial ha sido Jefe de Departamento y Secretario de Estudio Ejecutivo “A” en el área de la Secretaría Ejecutiva de Disciplina del Consejo de la Judicatura Federal; actuario judicial de diversos juzgados de distrito en materias penal y civil en el Distrito Federal; Secretario del Tribunal, del Primer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito.

Destaca haberse desempeñado como Secretario Técnico de la Ponencia del Consejero Luis María Aguilar Morales, además de otros cargos en juzgados y tribunales aunados a designaciones administrativas en el Consejo de la Judicatura.

En la Suprema Corte de Justicia se desempeñó como Secretario de Estudio y Cuenta en la Ponencia del Ministro Luis María Aguilar Morales en la Segunda Sala y actualmente ostenta el cargo de Secretario Jurídico de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Sin mayor preámbulo cedemos el uso de la voz al licenciado moderador.

Juez Miguel Bonilla López: Buenos días.

Vamos a dar inicio al primer panel de este Seminario. Tiene por título, como saben ustedes, Incidencia del Sistema Nacional de Transparencia en el ámbito judicial.
Son cuatro preguntas las que, cuatro preguntas fundamentales las que van a servir de eje temático para los ponentes.

¿Qué nivel de incidencia se vislumbra en el ámbito judicial? ¿Bajo qué estándares de información jurisdiccional y administrativa se deben construir esas políticas? ¿Qué referencias internacionales se deben considerar en el ámbito de las instancias judiciales? Y finalmente ¿cómo conciliar el esquema federal en el que coexisten poderes judiciales locales y un Poder Judicial de la Federación?

Sin duda estas preguntas y otras muchas más serán respondidas por  nuestros tres panelistas.

A manera de una brevísima introducción diré en cinco minutos un planteamiento general en relación con este derecho humano, el derecho humano a la información.

Pareciera ser que si se hace el análisis del precepto constitucional y de la legislación que lo reglamenta, podemos encontrar cuatro grandes tipos de derechos que se pueden desprender de estos textos.

Y los podremos frasear de este modo desde mi punto de vista: En los Estados Unidos Mexicanos un individuo siempre tiene la posibilidad de solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna, gratuita, generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de quienes realizan actos de autoridad o reciben y ejercen recursos públicos, a quienes se les llama sujetos obligados.

Salvo las acepciones previstas en ley y justificadas en razones de interés público y seguridad nacional.

Y dos, que se adecúen a los principios de necesidad, proporcionalidad e idoneidad. Si bien nos fijamos esta es una potestad, es la posibilidad que tiene cualquier individuo de ejercer estas acciones.

Pero también trae aparejado otro tipo de derecho, que podemos frasear de esta manera: En los Estados Unidos Mexicanos si un individuo solicita, investiga, difunde, busca o recibe información y el sujeto obligado es omiso en ministrársela en forma completa y oportuna y o expedita y/o asequible y/o en igualdad de condiciones en relación con otros titulares del derecho, entonces surge para ese individuo la posibilidad de exigir el cumplimiento correcto.

Esto, si fijan ustedes, no es un pretensión, digo no es una potestad es una pretensión. 

Pero también podemos desprender esta otra faceta del derecho. En los Estados Unidos Mexicanos si una autoridad realiza u omite actos tales que impidan u obstaculicen a un individuo ejercer la potestad referida en la primera oportunidad, surge para ese individuo la posibilidad de impugnar dichos actos u omisiones, y esta es claramente una acción.

Y finalmente, también en los Estados Unidos Mexicanos un individuo siempre tiene la posibilidad de usar la potestad referida sin interferencia, como las inquisiciones judiciales o administrativas, las omisiones de los sujetos obligados o las causas de impedimento previstas en la ley que no correspondan al interés público y a la seguridad nacional.

Si se fijan ustedes, estamos aquí frente a una libertad. Bueno, ¿cuál es la incidencia de esta potestad, de esta pretensión, de esta acción y de esta libertad en el ámbito de la justicia? Son, repito, las preguntas que nuestros panelistas van a responder.

Damos en primer lugar la palabra a la doctora Ximena Puente de la Mora, para quien pido un fuerte aplauso.

Dra. Ximena Puente de la Mora: Muchísimas gracias por esta gran oportunidad de intercambiar algunos puntos de vista, sobre todo con respecto a la posición del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos en un tema tan importante en este Seminario Internacional de Transparencia y Estadística Judicial 2016, el Valor de la Información en la Impartición de Justicia.

Saludo y agradezco la presentación del señor Juez Miguel Bonilla López y ya nos puso unos lineamientos muy estrictos y nos dijo que nos sujetáramos sobre todo al tiempo, entonces atenderemos su disposición, señor juez.

Me da mucho gusto compartir esta mesa con el licenciado Alejandro Manuel González García, a quien agradecemos siempre la gran oportunidad y contacto de parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, definiendo, interpretando y analizando estas nuevas disposiciones normativas.

Por supuesto saludo con un gran respeto a la doctora María Marván Laborde, de Transparencia Mexicana, y le reconocemos la gran contribución para el fortalecimiento del anterior IFAI, hoy INAI, que es producto del trabajo comprometido de grandes tratadistas y de grandes colaboradoras.

María, como siempre, un gran respeto.

Me pidieron hablar y creo que las preguntas que dan origen a esta pequeña intervención es: ¿en dónde estamos de acuerdo al diseño normativo desde antes de la reforma constitucional del 2014?

Como ya se dijeron en las palabras introductorias de este importante Seminario Internacional, México tiene el primer lugar en el diseño normativo de nuestra Ley General de Transparencia a nivel mundial; es decir, tenemos una importante reforma constitucional, tenemos una Ley General con los más altos estándares a nivel mundial, y efectivamente traigo una presentación, que vino, sobre todo, a que los parámetros, a poner esa diferencia en que los parámetros eran interpretados y aplicados de manera muy heterogénea en las entidades federativas.

Y aquí quiero hacer una mención muy especial. Había una heterogeneidad en todo el país, entonces lo que se aplicaba en un país era con unos estándares muy diferentes, en un estado era con estándares muy diferentes que en el otro.

En la práctica había una inefectividad en el derecho de acceso a la información, pero sobre todo la posibilidad de medir mediante los mismos estándares e indicadores.

¿Qué tenemos en este nuevo diseño normativo?

Esta Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que como ya bien se dijo, desarrolla todas estas facultades que ya en la presentación se nos habían comentado, la posibilidad de que cualquier persona pueda solicitar esta información, de que esta información no está proporcionada de manera completa o no le satisface al recurrente pueda precisamente interponer un recurso de revisión,  pero sobre todo, hacer una clara distribución de competencias entre el orden local y federal en materia de Transparencia.

Se tuvo un gran reto como Instituto, que era colaborar y contribuir a los diseños normativos de cada una de las entidades federativas que se adecuaran a los estándares de esta Ley General.

De entrada, eso fue desde el punto de vista institucional nuestro primer y gran reto, el armonizar las disposiciones normativas en materia de Transparencia y tratar de  homologar los contenidos normativos para que ese piso mínimo que se había luchado, María efectivamente durante muchos años, desde el Instituto, por expertos, por legisladores, lograr en la práctica ese piso mínimo en Materia de Acceso a la Información.

¿Por dónde deberíamos de empezar?

Por homologar estas disposiciones.

Y hago un comercial, porque en unos momentos más la última ley publicada en Materia de Transparencia, que es la Ley del Estado de Veracruz, vamos a analizar las disposiciones constitucionales en Sesión Extraordinaria.

Como ven, son temas que esta fue la última ley que se publicó, como ustedes saben se aprobó y se publicó de manera muy reciente, la última a nivel nacional el 29 de septiembre de este año.

Los parámetros también, la responsabilidad del Instituto estaba en definir parámetros de contenido de normatividad que deben seguir los congresos y un gran trabajo con los poderes también legislativos y ejecutivos de las entidades federativas.

También este diseño se refieren a los organismos garantes, a los instrumentos técnicos necesarios para mejorar su ejercicio del Derecho de Acceso a la Información, crear el Sistema Nacional de Transparencia y también Protección de Datos, un Sistema Nacional de Archivos, poner en operación la Plataforma Nacional de Transparencia y, sobre todo y para nuestros distinguidos invitados internacionales la posibilidad de que las disposiciones se aplicaran al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y el gran trabajo del Poder  Judicial, insistimos, y el gran compromiso mostrado en la práctica del Poder Judicial, pero no solamente de los poderes de la república, sino también la importancia que tienen de observar todas estas disposiciones en Materia de Transparencia, a organismos autónomos, a dos temas muy importantes para nuestro país, como son los temas de sindicatos y partidos  políticos.

Y la ley es muy clara, “Cualquier persona que reciba o ejerza recursos públicos”.

Y si hablamos de Transparencia e Impartición de Justicia, qué puede revestir un mayor interés público que la Impartición de Justicia.

La actividad del Poder Judicial es de un interés público y por ello la Ley General establece principios, pero también bases generales y procedimientos para garantizar el derecho de acceso a la información en posición de cualquier autoridad, incluidos los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

¿Cuál ha sido nuestro mayor reto y la estadística judicial como instrumento para la transparencia? Fortalecer la transparencia y promover la rendición de cuentas de los Poderes Judiciales del orden federal, como del orden local; informar de manera puntual sobre la actuación de los órganos jurisdiccionales a saber cómo resuelven los asuntos sometidos a su competencia; fortalecer la confianza, ya lo veíamos definitivamente en las intervenciones de inauguración de este importante evento internacional, cómo la transparencia se vuelve un vínculo y una herramienta fundamental para fortalecer la confianza y también la legitimidad de, en general, los servidores públicos, en lo particular de la actuación jurisdiccional, y permitir evaluar la gestión judicial de los juzgados y tribunales que nos conforman.

Uno de los principales retos está en efectivamente en poner estos lineamientos y establecer criterios conjuntos dentro de la normatividad del Sistema Nacional de Transparencia con cada una de las entidades federativas; es decir, el proceso lejos de agotarse, y esto es algo muy importante, con la armonización de las disposiciones de las leyes de los estados de la República, con las disposiciones de la ley general inicie en realidad, son la base que nos permite iniciar un trabajo conjunto con los órganos garantes de los estados, con el Archivo General de la Nación, con la Auditoría Superior de la Federación y con el INEGI, temas fundamentales para el Sistema Nacional de Transparencia.

Elaborar criterios define procedimientos y tratar de trabajar y rendir todos estos resultados en cada una de las entidades federativas. 

Una pieza clave es que todas estas acciones no solamente se queden a nivel nacional, y eso lo tenemos muy claro. Creo que las y los comisionados en esta construcción del Sistema Nacional de Transparencia, varios provenimos de las entidades federativas, está el tema de que todas estas grandes acciones si queremos que sean exitosas no solamente se deben de quedar a nivel federal, sino que tienen que aterrizar, y se tienen que llevar a cabo y se tienen que cumplir en las entidades federativas, y llevar también esta transparencia y esta rendición de cuentas a los municipios; es decir, a cualquier parte de nuestro territorio para poder hablar de acciones muy efectivas en materia de transparencia en todos los poderes y, por supuesto, en lo que respecta al Poder Judicial.

Se han reconocido, y algo que es importante, que los demás sujetos obligados vean no solamente la disposición en estas solicitudes de administración; ya el Ministro Presidente nos comentaba de estas 34 mil solicitudes al Poder Judicial, a nivel nacional se registraron en 2015 más de 150 mil solicitudes de información.

El INAI conjuntamente con los órganos de las entidades federativas se capacitó en el año 2015 a más de 92 mil funcionarios, y sabemos que esto es sólo el inicio de un gran camino que tenemos que recorrer como país.

Y todos estos indicadores y todas estas disposiciones y todos estos diseños normativos en dónde van a aterrizar, pues en algo específico como lo es esta estadística judicial como instrumento para la transparencia.

Definitivamente contribuye a mejorar el servicio que la administración de justicia rinde a la sociedad y a la imagen que ésta se tiene del sistema judicial.

Contribuye también al diagnóstico de las debilidades y fortalezas y también de los temas que hay que compartir, y fortalece la independencia, imparcialidad, eficacia y eficiencia de los juzgadores.

Permite traducir la información en estadísticas en políticas públicas y mejora la definición, el diseño y el monitoreo de estas políticas más eficientes.

La estadística judicial, como instrumento para la transparencia, los datos que podían constituir algunos de los indicadores sobre este tema de acceso a la justicia, el número de asuntos ingresados, de asuntos resueltos, el volumen de los casos ingresados, la carga promedio de trabajo, los indicadores de calidad en el servicio, los indicadores de costo y el tema del uso de los recursos públicos.

Muy importante porque quizá la estadística se pueda ver solamente de la estadística de los asuntos que se están resolviendo. Pero la estadística permite ir mucho más allá como la elaboración o los insumos para elaborar esos indicadores, y también transmitirle a la sociedad el trabajo que se está desempeñando, la carga de trabajo que es extraordinaria, como en los juzgados la cantidad de asuntos que se resuelven y cómo se trata, pues con una mayor eficiencia el uso también de las capacidades no sólo materiales, no nos quedemos en los recursos públicos, sino también humanas.

Me parece esto una gran oportunidad para contribuir a una mayor conciencia social sobre la gran importancia del trabajo y del compromiso de cada una y de cada uno de los jueces en todo nuestro sistema judicial.

El acceso a las sentencias judiciales es una de las obligaciones específicas del Poder Judicial, y está la publicación en versiones públicas de las sentencias que sean de interés público.

Publicar las sentencias judiciales es un ejercicio de transparencia y rendición de cuentas, es una forma de escrutinio público, ya que la publicación de las sentencias nos permite tener acceso a las formas en cómo se resuelven en los tribunales y juzgados.

Y esto en un ámbito diferente de competencias el transmitir las resoluciones, en nuestro caso, ha contribuido, primero, a generar un mayor interés en lo que el instituto y en esta gran facultad que tenemos de decidir en estas materias, que no solamente sean decisiones del propio INAI, sino que sean resoluciones.

La facultad que tenemos, en su caso, de incumplimiento de medidas de apremio o sanciones, pero sobre todo que la opinión pública tenga oportunidad de ver lo que se está analizando, cuáles son las problemáticas que identifica más la sociedad, pero cómo se está resolviendo y eso nos ha ayudado mucho a tener una mayor relación con la sociedad, una mayor apertura y para que vean cuáles son las posiciones del instituto y cómo se está resolviendo las y los comisionados de cara a la sociedad.

Me parece que en esta nueva realidad y me están diciendo que tengo dos minutos. La presentación es un poquito más extensa que se las dejo completo con mucho gusto. 

Me parece que tenemos una realidad, efectivamente normativa que nos coloca a nivel internacional en una posición extraordinaria. Tenemos un diseño normativo, que según estándares internacionales, es el mejor del mundo.

Se tiene el primer organismo constitucional autónomo garante de la transparencia, y esto no es algo menor, esto es una conquista y en un trabajo conjunto de académicos, de los propios integrantes del Instituto, de legisladores y de una visión internacional.

¿Qué es lo que sigue? El fortalecimiento de este Sistema Nacional de Transparencia, el fortalecimiento de estas políticas públicas en materia de transparencia, la incorporación, y lo hemos dicho, para que este tema de acceso a la información, transparencia y rendición de cuentas no se quede solamente como un cumplimiento a una disposición legal.

Los servidores públicos tenemos un compromiso con la sociedad y la transparencia se está volviendo el vínculo para fortalecer la confianza en el servicio público en general.

Por su atención, muchísimas gracias.

Juez Miguel Bonilla López: Quise hacer honor al Seminario y por eso fui claro y transparente con ellos al iniciar. Tenemos que ser un poco estrictos con el tiempo y esto en beneficio de que al final puedan ustedes tener la oportunidad de formular preguntas y tengamos un espacio mayor para ese efecto.

Sumamente destacable la presentación de nuestra ponente, especialmente creo que es rescatable para el tema que nos ocupa esas dos dimensiones que advirtió: una dimensión de confianza en las instituciones, que es la que se genera por todo el ejercicio de transparencia que puede tener el Poder Judicial o los Poderes Judiciales; y esta dimensión de autodiagnóstico, inclusive; cómo la estadística nos permite también conocer cuáles son nuestras debilidades y nuestras fortalezas.

En fin, hay muchos temas y, como usted nos dijo, va a tener la amabilidad de dejarnos la presentación completa.

Vamos a dar el uso de la palabra ahora a la doctora María Marván Laborde, para quien también pido por favor un caluroso aplauso.

Dra. María Marván Laborde: Muchísimas gracias. Desde luego quiero aprovechar para agradecer la invitación a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es verdaderamente un honor compartir la mesa con quienes estamos en este momento en el presídium.

Mi ponencia va a ir un poco atrás o un paso atrás a las preguntas que nos mandaron. Creo que es importante discutir y hablar un poco sobre los retos que tiene el Instituto Nacional de Acceso a la Información como órgano garante, como institucional autónomo y cabeza del Sistema Nacional de Transparencia, en especial con su relación con los Poderes de la Federación y los otros organismos constitucionales autónomos.

Hay que reconocer que el proceso de transición a la democracia en México fue o ha dado lugar, ha generado una serie de organismos constitucionales autónomos, en donde sin alterar el artículo 49 Constitucional que reconoce los tres Poderes tradicionales: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, ha agregado una serie de organismos constitucionales autónomos, especialmente en  el sexenio que estamos viviendo de Enrique Peña Nieto o dicho de otra manera, porque finalmente es determinación del Legislativo, en la legislatura de 2012 a 2015 fueron ya siete u ocho, quizás hasta más, organismos constitucionales autónomos que se han creado.

Al no haber alterado el Artículo 49 Constitucional, no tenemos muchas pistas sobre el lugar o la interrelación que se tienen que tener entre organismos constitucionales autónomos entre sí y de estos con los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

También es propio de este sexenio la creación de sistemas nacionales entre los cuales está el Sistema Nacional de Transparencia, el Sistema Nacional Anticorrupción, de los que recuerdo ahorita, pero son varios más, así como las leyes generales entendidas ya no como leyes que van a distribuir competencias entre la federación y los estados, sino fundamentalmente como herramientas para acelerar la democratización de las entidades.

Segura estoy que dentro de 100 años habrá muchas discusiones sobre la pertinencia o no de haber repensado o rehecho o haberle dado  esta calidad de estas herramientas a las leyes generales, donde a querer o no hay una reconfiguración del federalismo.

No digo que este se haya atropellado, no digo que haya acabado con el federalismo, pero necesariamente tenemos que pensar que todo este conjunto de leyes generales, entre las cuales está al Ley General de Transparencia, la Ley General de Procedimientos Electorales, Procedimientos e Instituciones Electorales, van a darle una nueva personalidad al federalismo mexicano que ya de por sí era sui géneris en la gran mayoría de los federalismos.

En este sentido, tenemos que  reconocer que los órganos constitucionales autónomos en principio tienen el mismo rango y un grado importante de autonomía con los otros órganos constitucionales autónomos y, desde luego también,  con los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

Quiero subrayar autonomía, porque como bien saben la mayoría de los presentes que zona bogados, yo no soy abogada y tengo el atrevimiento de  venir a hablar de esto aquí; autonomía no es sinónimo de autarquía.

Necesita haber una relación armónica entre todos ellos.

El IFAI se convirtió en Órgano Constitucional  Autónomo, por virtud de la Reforma Constitucional de 2014, pero es hasta 2015 con la Ley General de Transparencia y posteriormente con la Reforma de enero del 16, que se convierte en Institucional de Acceso a la Información, en donde ya tenemos claramente una interrelación no sólo hacia todos los poderes federales, sino hacia las demás entidades y los poderes constituidos en las otras entidades.

Es un órgano constitucional autónomo con facultades –vamos a llamarle así- transversales que tocan a todos los poderes y a todos los órganos constitucionales autónomos; al mismo tiempo es la cabeza del Sistema Nacional de Transparencia.

Precisamente por eso es indispensable delimitar la autoridad que tiene el INAI sobre todos los demás poderes.

Si retomamos a los federalistas que ya fueron mencionados en la ceremonia de inauguración, hemos de recordar que la democracia funciona en la medida en la que somos capaces de darle facultades suficientes a cada uno de los poderes, obviamente los federalistas no hablan de órganos constitucionales autónomos, pero al mismo tiempo limitar esos poderes y entender cuál es esta relación armónica con los demás.

Cuando hablamos de presos y contrapesos hablamos precisamente de equilibrio en los poderes para que ninguno pueda tener demasiado poder o no el poder suficiente para hacer o desempeñar las facultades que le corresponde.

Creo que una forma en la que podríamos aproximar el problema es tratar de empezar a establecer la diferencia entre un órgano regulador y un órgano garante. Un órgano regulador, creo yo, y ya dije mi atrevimiento de estar hablando entre abogados sobre esto, un órgano regulador tiene autoridad plena en un espectro reducido y limitado de sujetos obligados, quizá los mejores ejemplos que pudiéramos pensar de organismos constitucionales autónomos que son claramente reguladores, el que no se parecen al INAI sería el Instituto Federal de Telecomunicaciones o la COFECE, digamos que tienen autoridad plena sobre sujetos obligados muy específicos y que el tipo de órdenes que dan tienen una naturaleza específica y clara.

El INAI no puede estar por encima de otros poderes ni de otros órganos constitucionales autónomos y en la medida en la que tiene poder transversal –vamos a decirlo así-, habría que limitar qué sí es un órgano garante y qué no es. 

No hay duda, atendiendo al sexto constitucional que tiene la obligación de hacer válida y plena a todos los ciudadanos la garantía del derecho a la información en lo que se refiere el apartado A, del artículo 6º constitucional, fundamentalmente transparencia y acceso a la información, obviamente entra ahí también materia de archivos; pero la idea es que cualquier persona, cualquier solicitante, cualquier ciudadano tenga la garantía plena de la transparencia de todos los poderes federales, de todos los poderes, así como del acceso a la información que éstos tienen.

Creo que el corazón de su autoridad lo podemos revisar claramente en la fracción VIII del Artículo 6° Constitucional, donde la da facultades para conocer de los recursos que interpongan los particulares en cualquier momento ,forma y lugar, ahí su autoridad, digamos, que es prácticamente ilimitada.

Sin embargo, en relación con los demás poderes en la misma fracción VIII dice: “Podrá conocer de las resolución de otros órganos garante”. Es decir, hay una relación de deferencia con los otros órganos garante que le da una posibilidad de atracción, pero que la limita a tener que justificar la relevancia y no a actuar simplemente por sí mismo, digamos.

El último párrafo del artículo 6° Constitucional, obviamente estoy hablando de la fracción, perdón, del apartado A, se refiere precisamente a las facultades del Sistema Nacional, en relación al Sistema Nacional de Transparencia como una facultad de coordinación y creo que no podemos olvidar nunca la fuerza que le da este último párrafo en el término de coordinación.

Creo que hay que en este sentido que hacer una distinción entre lo que debe garantizar, que es el acceso a la información, la transparencia y la autoridad creo yo, un poco más limitada, en determinar en todo momento, a toda hora y para todos los demás los cómos y creo que en la medida en la que vayamos pudiendo hacer esta separación vamos a avanzar en claridad.

No tengo la menor duda que gran parte de las dificultades a las que se enfrenta el INAI es el vastísimo incremento de sujetos obligados. Cuando el IFAI era autoridad solamente para la administración pública federal tenía alrededor de 250 sujetos obligados y créanme, teníamos suficiente para repartir y convidar, no era sencillo.

La gran variedad de cosas que hemos inventado dentro de la administración pública federal. Yo no sé si todos los países sean iguales, pero desde luego teníamos secretarías, teníamos la Comisión Federal de Electricidad, teníamos Pemex, que ahora también cambiaron de naturaleza. Pero también había y hay, sigue habiendo asociaciones civiles, que son parte de la administración pública federal y empresas definidas jurídicamente como sociedades anónimas. Ya no recuerdo si sociedades anónimas de capital variable, pero sociedades anónimas, sí tómenla, por cierto, porque sí existen.

A eso le hemos agregado un poquito más de nueve mil sujetos obligados. No me quiero imaginar el nivel de complejidad al que llegamos.

Y esa es parte de la grandísima dificultad en la que ahora nos enfrentamos.

Comparto, desde luego, con la Presidenta del INAI, el decir que la heterogeneidad que existía, previo al 2014, era un problema y había que solucionarlo. No hay lugar a eso, no podíamos estar dependiendo que un derecho fundamental dependiera de quién lo aplicara, en dónde lo aplicara para ver si había ciudadanos que tenían más derechos que otros, especialmente con la heterogeneidad que existía entre los llamados en la antigua ley “otros sujetos obligados”, que prácticamente acabó siendo un cajón de sastre donde metieron, nada más y nada menos, Poder Legislativo, Poder Judicial y todos los demás órganos constitucionales autónomos.

Y mucha más heterogeneidad todavía yendo hacia todos los estados de la República, hacia todas las entidades.

Si bien esa heterogeneidad era indeseable, también hay que reconocer los límites de la homologación posible; es decir, tenemos que estar seguros de que todos los ciudadanos tengan posibilidad de ejercer su derecho de acceso a la información de la misma manera, pero no podemos pensar que nueve mil sujetos obligados respondan de la misma manera y de la misma forma a todos los retos que se les imponen.

Creo que hemos ido avanzado en este camino, hay importantes tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tratando de delimitar esta peculiar naturaleza.

Y también hay que reconocer el voto particular del Ministro Fernando Franco, que trata de ir poniendo estos límites en esta muy difícil relación.

Me queda un minuto, porque hace un minuto me pasaron la de dos minutos.

Creo que habría también que abundar en las posibilidades del Sistema Nacional de Transparencia, donde no podemos ignorar, en primer lugar, la composición misma del Sistema Nacional de Transparencia.

La Presidenta, el Presidente del IFAI, hoy Presidenta, encabeza el Sistema Nacional de Transparencia en facultades de coordinación, en igualdad de circunstancia con la Auditoría Superior de la Federación, el Archivo General de la Nación, el INEGI y 32 órganos garantes más.

Si revisamos las facultades en la Ley General, siempre vamos a ver cuestiones como: promoverá, coordinará, este tipo de verbos que nos llevan a una relación de primero entre iguales. Y creo que como tal, hay que entenderlo.

Por otro lado, decía yo, la imperiosa necesidad de reconocer las diferencias entre los sujetos obligados, no sólo diferencias en su naturaleza, no es lo mismo un municipio que la UNAM; la UNAM que el Poder Judicial; la Suprema Corte que el Consejo de la Judicatura, por mencionar sólo algunos, sino también las diferencias de capacidades y tamaños entre sujetos obligados que pudiéramos comprar como iguales.

No es lo mismo el municipio de Cuquío en Jalisco, que el municipio de Tlalnepantla o la Delegación Iztapalapa. Las asimetrías creo que son obvias, no me da tiempo de explicarlas.

Hay diferencias fundamentales también no sólo en capacidades, sino en formas y organización entre los diferentes gobiernos de cada uno de los estados y la ley no distingue.

Lo cual, sin lugar a dudas, hace mucho más difícil el trabajo en el  Sistema Nacional de Transparencia.

Creo que hay, ya para concluir, que reconocer que la homogenización tiene límites y por eso es indispensable concentrarse en el qué y no tanto en los cómo. En la medida en la que  podamos ir al qué garantizar y dejar grados de libertad importante en los cómo, creo que tendremos una mejor implementación de la Ley de Transparencia.

Para concluir, me gustaría decir que ciertamente se ha calificado a la ley por alguna organización, como la menor del mundo.

Ojalá a la hora que se califique la implementación de la ley, también logre obtener el primer lugar.

Porque hicimos una Ley General sumamente complicada, que no se respaldó con presupuesto, Y la ley sin presupuesto es demagogia.

Entonces si queremos pasar de la mejor ley en el papel a la mejor ley en acción, tenemos que centrarnos en cómo hacerla operativa no sólo para el Poder Judicial, sino para todos los poderes.

Muchas gracias y gracias por su paciencia.

Juez Miguel Bonilla López: Agradecemos a la doctora Marván esta espléndida explicación acerca de los retos.

Decía ella que en 100 años a ver qué ocurre.

Esperemos que en 100 años no solamente sean nueve mil sujetos, sean muchos  más y que la implementación haya sido exitosa y que este Seminario sea recordado.

Vamos a tener ahora la oportunidad de escuchar a Alejandro Manuel González García, para quien también pido que le brindemos un aplauso.

Lic. Alejandro Manuel González García: Antes que nada, agradezco a la organización la invitación para estar este día aquí.

Reconozco y lo viví de algún modo, aunque sea indirectamente, la complejidad que trajo este Seminario y su realización. Así que muchas gracias.

Me honra compartir este pódium con la Comisionada Presidenta Ximena Puente de la Mora y, desde luego, también con la doctora María Marván Laborde. Es un gusto de verdad y sus aportaciones son excelentes.

Como siempre, resulta las intervenciones finales, casi siempre, uno, el último, en este caso yo, tiende el ponente a repetir lo que ya se ha dicho.

Trataré en este caso de que no sea así y, sobre todo, con el riesgo de no aburrirlos para evitar cualquier vituperio en mi contra.

Así que yo tratando de completar las ideas, sobre todo estas últimas que relataba la doctora Marván, también entiendo que el entendimiento de la incidencia del Sistema Nacional de Transparencia respecto del Poder Judicial, necesariamente atraviesa, primero, por el entendimiento propio de lo que representa el origen y la extensión del Sistema Nacional de Transparencia.

Me quedo ya, simplemente ya se habló del anclaje constitucional del propio Sistema Nacional de Transparencia, incluso de su integración; bastaría decir para reforzar esta idea de la que hablaba la doctora Marván, que de acuerdo a lo que se discutió al aprobarse la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información, se dijo en los dictámenes correspondientes que éste, el sistema, sentaría las bases para establecer un conjunto de principios y actividades vinculados entre sí; que instauran una puntual coordinación y armonización de leyes, normas políticas y programas que tengan como objetivo el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información como herramienta transversal de la rendición de cuentas en nuestro país.

En esa medida y entendiendo esa lógica o racionalidad de lo que se quiso con el establecimiento del sistema, después en la Ley General de Transparencia se dimensionó esas posibilidades a través de lo que yo encuentro por lo menos en la ejecución del establecimiento de lineamientos de lineamientos, instrumentos objetivos, indicadores y programas de alcance nacional en la materia; también en el diseño e implementación de las políticas en materia de generación, actualización, organización, clasificación, publicación, difusión y conservación de información; y el establecimiento de políticas en cuanto al uso de tecnologías para efectos del acceso a la información, insisto, entre muchos otros medios y modos en los que podría operar el Sistema Nacional de Transparencia, identificado o encabezado como se relataba, por el Instituto Nacional.

En esta medida y siendo esa la condición del Sistema Nacional de Transparencia, la incidencia o la convivencia respecto del Poder Judicial de la Federación, y en ocasiones me referiré puntualmente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no puede ser otra –o así lo entiendo yo- que desvelarse o revelarse a partir de dos dimensiones por lo menos; una, que tiene que ver con el cumplimiento de esos programas, de esa política y su propio reconocimiento, es decir, el propio reconocimiento del Sistema Nacional de Transparencia y la ejecución por parte del Poder Judicial de la adecuación de sus políticas, y de sus planes, de sus lineamientos y de sus criterios.

Me parece que hoy ante la presencia de ese Sistema Nacional de Transparencia, ya lo mencionaba desde luego el Ministro Presidente y ha sido eco no solamente en el discurso, sino en la realidad, el Poder Judicial de la Federación, la Suprema Corte ha asumido un papel importante con aras o con el ánimo verdadero de cumplir con esos programas que se han establecido a partir del Sistema Nacional de Transparencia y principalmente remarcados por el Instituto Nacional.

Simplemente porque a partir de la reforma de 2014 el Poder Judicial, como tal, se convirtió en sujeto obligado a diferencia de lo que antes sucedía que permitía una autorregulación en ciertos espacios. Ya no es así en todo, y abonaré en este sentido y explicaré por qué se convirtió en sujeto obligado y en esa medida, reitero se dedicaron los esfuerzos narrados en principio por el Ministro Presidente de cómo se fueron adecuando las estructuras internas de la Suprema Corte para adecuar, para dar entrada al propio Sistema Nacional de Transparencia.

Debo apuntar que conforme ahora sucede en el caso concreto, por ejemplo, por mencionar algún ejemplo de las obligaciones específicas de transparencia, la actividad de la Suprema Corte del Poder Judicial en general no había sido del todo desconocida.

Ya desde mucho tiempo antes de la propia entrada en vigor del sistema y de la aplicación de la Ley General, desde luego la Suprema Corte cumplía y, desde luego, cumple con ciertos espacios en esa medida, como pudieran ser, por ejemplo, la publicación de versiones públicas de sus sentencias, la publicidad de las sesiones en vivo, tanto dentro de la Suprema Corte y ahora actualmente o como de los tribunales colegiados de circuito.

Pero ya se hacían bastantes avances. Me atrevo a decir que la Suprema Corte era un precursor en la materia de transparencia, pero en este sentido se ha también, como lo que decía el juez Bonilla, también es un momento de reflexión acerca de lo que puede mejorarse en los espacios, como lo comentaba la doctora Ximena Puente, son vastos.

Principalmente, y así lo reconocemos al interior de la Suprema Corte, el tema de la estadística judicial que necesita reforzarse en muchos aspectos.

Pero en esa medida en la dimensión de sujeto obligado esa es la incidencia primaria que tiene el Sistema Nacional de Transparencia con el Poder Judicial de la Federación.

Sin embargo, hay un contexto de mayor amplitud, que yo entiendo y que me parece mucho más interesante que el netamente del cumplimiento de las obligaciones, porque eso va a suceder sí o sí. Y me refiero concretamente al papel que juega la Suprema Corte y el Poder Judicial como parte también de este Sistema Nacional de Transparencia en la protección del derecho de acceso a la información.

Y me explico un poco, no sé si sea la idea o si fuera la idea de la doctora Marván, cómo coexiste el Poder Judicial de la Federación y sus decisiones con las decisiones de un órgano garante. 

¿Por qué? Primordialmente porque, por disposición constitucional, la información jurisdiccional de la Suprema Corte, y esa es una primera beta, digámoslo así. 

Los recursos interpuestos contra la negativa o cualquiera incidencia de información jurisdiccional, será resuelta por un comité especializado de ministros.

Aquí el INAI no tiene de algún modo injerencia, tanto que en el mes de mayo de este año se emitió por parte del comité especializado de ministros un acuerdo donde se determina que los recursos que tengan esa naturaleza, permanecerán en la sede de la Suprema Corte y, en tanto no suceda así, previa calificación de todos los recursos, se mandarán al INAI.

Me parece que esta coexistencia es importante, porque incluso la propia Ley General de Transparencia identifica para ese comité especializado o lo cataloga como un órgano garante. Ya nos abonará si se puede la doctora Ximena Puente.

Y un último nivel de esa coexistencia o de esa incidencia tiene que ver también con la posibilidad de que aún hoy las decisiones por parte del INAI puedan ser objeto de amparo por parte de los particulares.

Esto me parece que es importante porque así el Poder Judicial, a través de los juzgados, de los Tribunales Colegiados de Circuito y, en última instancia, de la Suprema Corte, pueden seguir abonando, como es su papel constitucional, en la construcción evolutiva del derecho de acceso a la información, de su contenido; lo que necesariamente incidirá transversalmente en ese sentido también, hacia el Sistema Nacional de Transparencia, incluso en la elaboración, me atrevería a decirlo yo, de las propias políticas que constituyen su objetivo, en la medida en que el Poder Judicial definirá el derecho de acceso a la información.

También, en esa medida, destaca el recurso que puede interponer el Consejero Jurídico del gobierno, tratándose de temas de seguridad nacional. Ahí está otra vez latente la presencia, en este caso, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de cómo coexiste en este Sistema Nacional de Transparencia y su papel como definidor del derecho fundamental de acceso a la información.

Esto o esta última dimensión, que me parece más importante, también se ve complementado, ya como cierre, con las acciones de inconstitucionalidad y las controversias constitucionales que podrán conocer en los casos de la materia de transparencia.

Y esta es finalmente para mí la incidencia más importante. Desde luego en todo este escenario de incidencias y así ha sucedido, debo reconocerlo y además agradecerlo públicamente, ha habido un manifiesto y constante diálogo entre el Poder Judicial de la Federación y el Instituto Nacional para mejorar del todo y entendiendo que el fin último es la protección del derecho a toda costa.

Muchas gracias.

Juez Miguel Bonilla López: Agradecemos la intervención de nuestro compañero Alejandro. Le digo compañero porque  él y yo sí tenemos mucho tiempo de conocernos.

Lo que dice Alejandro a final de cuentas tiene que ver con la pregunta que el Poder Judicial de la Federación pueda hacerse y en esta materia lo estamos haciendo bien.

Tenemos indicadores que nos permite suponer nosotros como Poder Judicial, que estamos cumpliendo con las obligaciones de Transparencia.

También mencionó las tensiones que pueden surgir por la existencia de tres grandes medios jurisdiccionales como son el amparo,  las acciones y las controversias para definir el futuro del derecho a la información y su implementación.

Voy a decir algo que puede parecer hasta una Herejía. Así como en el Sistema Penal Acusatorio posiblemente el amparo no sea el mejor engranaje posible, a lo mejor el amparo tampoco es el mejor engranaje posible para un sistema de Transparencia que está basado en un órgano garante.

Pero bueno, esto ya se definirá en los tribunales, lo definirá la Suprema Corte.

Vamos a pasar ahora al espacio para las preguntas y respuestas.

Voy a rogarles que si hay todavía por allí preguntas pendientes, nos hagan favor de hacerlas llegar aquí a la mesa para que nuestros ponentes estén en la posibilidad de conocerlas y explayarse.

Evidentemente tenemos algunas limitaciones de tiempo.

Es posible que algunas de las preguntas no puedan ser contestadas por razones de tiempo.

Sin embargo, cada uno de los ponentes conservará consigo las preguntas que ustedes hayan formulado para los efectos de que en lo futuro puedan ellos hacerles llegar su opinión o su punto de vista.

Vamos a comenzar, en primer lugar, con la doctora Marván.

Si nos hace favor de responder las preguntas que tiene en su poder en este momento.

Dra. María Marván Laborde: Empezamos por lo fácil, porque hay dos preguntas nada más muy concretas. Ya vi toda la mesa de la Comisionada Presidenta, a ella sí le va a costar trabajo. Así que mejor hablo poco y te cedo los minutos que a mí me resten.

Me preguntan: ¿Cuáles son las experiencias internacionales que tenemos como marco referencial que obligan a jueces y magistrados a la rendición de cuentas en lo individual? ¿Podría aplicarse en México?

La verdad desconozco un poco el marco internacional en este tema.

En términos de leyes de Transparencia hay que reconocer que si bien se ha dicho que la Ley de Transparencia es la mejor, también hay que reconocer que es la más amplia.

Normalmente las leyes de transparencia son leyes que pertenecen al ámbito del derecho administrativo, de cote administrativo, que en México la hemos ampliado, ya dijimos a nueve mil sujetos obligados.

Yo no esperaría que dentro de 100 años fueran mucho más porque ya no sé quién falta, y si son muchos más quiere decir que ya inventamos mucho más burocracia, más bien yo esperaría que en algún momento se redujera; no quiero decir desde luego que haya resquicios de opacidad, sino que no tengamos la necesidad de esta cantidad de instituciones, organismos, entes constitucionales, autónomos, etcétera.

Al ser la más amplia y al tener el honor de ser la mejor, también hay que reconocer que vamos solitos sorteando las dificultades de la implementación; y un ejemplo muy claro es la transparencia incluida en las leyes de transparencia de partidos políticos, por ejemplo.

Hay muchos países que tienen ciertas obligaciones de los partidos a reportar información, inclusive hacerlas públicas a toda la sociedad en general, pero normalmente son parte de las leyes electorales.

Aquí tenemos a los partidos políticos como sujetos obligados desde la transparencia y también para meterle un poquito de barroco o churrigueresco, y también desde las leyes electorales, que ya hoy hay una ley general de partidos y otra ley general de procedimientos, y esto genera muchas dificultades de implementación. Los sindicatos también generan un problema; la otra, en término de delimitar qué es lo que se debe hacer transparencia y qué no.

La otra pregunta no estoy segura de entenderla, dice: ¿cómo hacer valer la información de transparencia entre autoridades administrativas y judiciales que normalmente no le dan validez?

A ver, creo que es indispensable, y aquí sí el Sistema Nacional de Transparencia tendrá un gran trabajo en crear esta cultura de transparencia y hacernos entender a todas las instituciones públicas con independencia de su naturaleza que la legitimidad de la misma y la legitimidad en el ejercicio del poder, tendrá que venir justamente de la apertura, de la disposición a la transparencia y de la capacidad de hacer accesible y entendible la información.

Ya hablaba el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la inauguración, no sólo es entregar sentencias, por ejemplo, para hablar en términos del Poder Judicial, es que además éstas sean entendibles, que estén escritas en un lenguaje preciso, pero al mismo tiempo en español y no en “burocrañol”. Normalmente los burócratas, jueces o no jueces, quienes hemos estado en la Función Pública como que sentimos que somos mucho más importantes mientras más palabras rimbombantes escogemos, y más precedentes citamos y más copy and paste le metemos a una sentencia o a una resolución, a veces si les quitamos todos los copy and paste nos resultan resoluciones de 4, 5, 10 cuartillas, pero pensamos que no son lo suficientemente elegantes.

Además de la importancia del lenguaje y por el tema del Seminario de hoy, hay que entender a la estadística como una herramienta de transparencia y como una herramienta que nos debe servir para medir la actuación de las autoridades y para que éstas puedan rendir cuentas.

En este sentido creo que ya no podremos decir que no les damos validez a la transparencia, sino que es indispensable dársela, si queremos cumplir con la labor de las autoridades frente a la nación y a la ciudadanía.

Muchas gracias.

Juez Miguel Bonilla López: Vamos a dar el uso de la palabra a Alejandro. Hay una pregunta que originariamente estaba dirigida a la doctora Marván, pero por su contenido al moderador de esta mesa le parece que es más prudente y conveniente que la conteste nuestro otro panelista.

Por favor.

Lic. Alejandro Manuel González García: Yo qué culpa.

Esta pregunta es casi, casi una consulta de transparencia que pudiéramos nosotros resolver en el Comité, pero un poco adelantándolo sólo desde este foro, que quede bien claro, yo formo parte del Comité de Transparencia de la Corte y en ese sentido me ponen aquí en jaque.

La pregunta es si las constancias de un expediente solicitado en materia de transparencia y acceso a la información deberán ser atendido por, y éstas son las opciones, a) El área de Resguardo Documental o b) Por el órgano jurisdiccional que es el titular de la información.

En este sentido, como algunos de ustedes saben, quien tiene finalmente el resguardo de los expedientes de todo el archivo del Poder Judicial es el Centro de Documentación y Análisis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y en esa medida muchas, y digo mayormente de las solicitudes de información que s están en el contexto de la Suprema Corte son en este sentido préstamos de expedientes, constancias, no sólo en la Suprema Corte, sino también a través de los módulos de acceso que están en toda la República.

Y sí, en efecto, se presenta la problemática de saber si quien resguarda el expediente es quien debería de entregar la información. Entiendo que es por una cuestión netamente de problemática funcional, por una carga de trabajo real o si quien posee originariamente la información, es decir, los órganos jurisdiccionales.

Muchos de los jueces y magistrados que aquí están, pues no les parecerá, desde luego tienen más carga de trabajo y se enfocarán netamente a su labor.

Me parece que aquí aplicaría la cuestión de quien tenga aquí el resguardo inmediato de la información, atendiendo al principio justamente de celeridad en la entrega de la información. Sí es, el resguardo lo posé el Centro de Documentación, en este caso de la Suprema Corte será el Centro de Documentación y si momentáneamente lo posé el órgano jurisdiccional será éste, me parece.

Todo esto desde luego con las reservas que pueden prevalecer de la información ya en lo específico.

Si hay, si es o no divulgable o si es o no reservable. Pero creo que en esa medida yo atendería a un principio de inmediatez de la información, más allá de una situación institucional de quién.

Y me llega otra pregunta, es lo malo de aceptar preguntas que no le corresponden a uno. 

¿Cómo puede armonizarse el derecho de transparencia y acceso a la información a las actividades jurisdiccionales con la seguridad personal de los juzgadores?

¿Cuál es el trámite, cómo puede armonizarse el derecho de transparencia y acceso a la información de las actividades jurisdiccionales con la seguridad personal de los juzgadores?

Entiendo que se tratará de un supuesto concreto en donde haya tensión justamente entre el derecho de acceso a la información y una posibilidad de reserva tratándose de información confidencial que atienda personalmente a la figura de los juzgadores.

Y bueno, aquí no me podría extender mucho más, porque justamente se da en los casos específicos en donde se ventile o se decida o defina esta cuestión que diariamente se hace, desde luego en el INAI, y también, como decía yo hace unos momentos, a través del juicio de amparo, entre otros medios de solución.

Atender a una aproximación es muy complicado porque es justamente a través del caso concreto donde se van ventilando y donde se van ponderando estos derechos.

Gracias.

Juez Miguel Bonilla López: Por alguna extraña razón la doctora Ximena Puente tiene la mesa aquí llena de preguntas. Son muchas las preguntas que se le han formulado a ella, va a intentar responder puntualmente una por una, pero insisto, es posible que por razones de tiempo no podamos agotar la respuesta a todas ellas.

Me adelanto, me disculpo por ella, pero por limitaciones de tiempo a lo mejor impiden que se pueda dar respuesta. ¿Cuántas son? Ahorita llevamos 15 preguntas.

Ella va a intentar responder a todas ellas. Sin embargo, las que no que queden entonces en la mesa, ella las tendrá consigo para cuando tenga oportunidad pueda hacer la respuesta que proceda.

Por favor.
Dra. Ximena Puente de la Mora: Muchísimas gracias. Yo les agradezco las inquietudes y, sobre todo, la oportunidad que me dan de resolver algunas de sus preguntas.

Cómo no empezar por algún comentario general, sobre todo en relación a lo que se ha vertido en esta interesante mesa. Sin duda alguna la transparencia y el acceso a la información se convierten en un instrumento fundamental de democratización del Estado Mexicano.

Importantes nuevas facultades para el INAI, María, de las facultades de atracción o revisión de las decisiones de los órganos garantes son acreditando dos momentos y dos características muy específicas, que es especial relevancia o trascendencia. 

Y me preguntan por algunos estados de la república.

Esta faculta está en todos los estados de la república acreditando esas dos circunstancias, especial relevancia o trascendencia.

Nuestras decisiones nos empezaron a llegar algunos o con peticiones muy fáciles, muy accesibles.

Conforme ustedes van viendo el desarrollo de los Plenos, cada vez son  más los recursos que nos llegan para ejercer esta dos nuevas facultades, atraer y resolver nosotros como Instituto o resolver como en una especie de segunda instancia las decisiones de los órganos garantes locales.

Y esto, sin duda alguna, conforme se vayan acreditando estas dos circunstancias va a haber asuntos que seguramente serán del interés general.

Una transición importante de los sujetos obligados, de 246 que tenía solamente que tenía el Instituto, solamente con la administración Pública Federal, a 881 directos y a casi nueve mil. Pero eso ya considerado a todos los sujetos obligados, en todas las entidades federativas.

Sin duda alguna, un gran reto. Sí tengo que hacer hincapié en que de estos 881 que se tienen identificados, más de 200 son fideicomisos.

Y el tema del Presupuesto Fundamental. Efectivamente para poder operar una ley con alcances tan altos en todos los niveles de Transparencia y Acceso a la Información y comentarles un dato.

Ya hemos estado trabajando hombro con hombro con los órganos de los estados, mandando cartas a los congresos, etcétera, para hacer hincapié en que se tienen grandes diferencias en la asignación presupuestal de alrededor de dos pesos per cápita y dos pesos en relación con lo invertido en transparencia por ciudadano a casi 19 pesos en otras entidades federativas en promedio por ciudadano.

Esta diferencia de dos a 19 pesos pues hace de manera operativa una gran diferencia en las entidades federativas.

Dicho esto, tengo una misión casi imposible, pero trataré de ir a los temas a nivel general.

Dice: ¿Cuáles son las limitaciones que tienen las personas cuando solicitan información respecto a consideraciones técnicas o algunas dudas?

Los invitamos a que también utilicen una herramienta que pone a disposición el INAI, un número 01800 si tienen alguna limitación o de repente no saben la manera en que puedan solicitar o tengan alguna duda en las funciones del Instituto o en la manera de solicitar alguna información con nuestro número 01800 835 4324 para solucionarles, sobre  todo porque creo que muchas veces nos podemos quedar en los temas macros, pero a lo mejor hay algún interés en saber una parte específica y en la manera de cómo preguntar ese asunto de manera particular.

Dice: ¿Cómo va en el cumplimiento de las obligaciones de Transparencia?

Y esto es muy importante. La Nueva Ley General contempla alrededor de 48 obligaciones generales, además de las específicas.

Esto ha sido un reto muy grande, porque pasar de las 17 que se tenían con la anterior ley, a 48, es un gran salto y un salto sustancial.

Ahora bien, se tenía de plazo este 5 de noviembre como fecha límite para cumplir con subir toda esa información de las obligaciones de transparencia, y precisamente en unos momentos más vamos a presidir la reunión de todo el Sistema Nacional de Transparencia, y esto es una gran noticia para todos los sujetos obligados, no solamente para el Poder Judicial, en donde se vea la posibilidad de ampliar plazo para subir la información de las obligaciones de transparencia y que toda la gente tengamos oportunidad de ir viendo, por supuesto las evaluaciones del Instituto, qué porcentaje de obligaciones se están cumpliendo de cumplimiento a la ley.

Y efectivamente ya quisiéramos no solamente que llegara de aquí a 100 años, me parecen mucho, que de aquí a que llegara a muy pocos años donde no tuviera que ver ni siquiera una institución para garantizar este derecho y todas las autoridades, todos los servidores públicos, todas las personas que ejercen recurso público contestaran estas solicitudes de información sin necesidad de hacer recurso. Yo creo que eso sería una situación ideal.

¿Qué pasa, dice, con las reservar a criterio de los sujetos obligados? Recordar que con esta nueva disposición en materia de transparencia se reduce el plazo de la reserva en estos seis años con prórroga hasta otro plazo igual y con estas nuevas disposiciones son cinco años con la posibilidad de prórroga por otro plazo igual.

Y si esta reserva se considera que no está acorde con la ley o que es demasiado el plazo de reserva acuérdense que pueden acudir con el Instituto, y hemos hecho los razonamientos para poder disminuir el plazo de reserva y esto me parece importante. Si esta reserva la consideran que no está hecha conforme a los lineamientos o no merece ser una información reservada o es demasiado el plazo, pues se puede interponer recurso ante el Instituto.

Nos preguntan también del expediente clínico y creo que en la manera de redactar las preguntas de acuerdo a la Norma Oficial Mexicana y al consentimiento informado al saber el estado de salud de algún usuario.

Y yo creo que aquí hay dos cosas: una cosa es firmar el consentimiento de saber el estado de salud, y otra cuestión es el expediente clínico.

Comentarles que de las 33 mil solicitudes más o menos de acceso y corrección de datos personales que resolvió el INAI en el 2015 alrededor de 20 mil, son solamente de un sujeto obligado, que es el Instituto Mexicano del Seguro Social, y están relacionadas estas peticiones la mayoría de las veces con requerimientos de expediente clínico.

Entonces, si tienen alguna inquietud con mucho gusto los podemos orientar, dos temas fundamentales para el Estado mexicano y el interés de la sociedad, y es de lo que más preguntan tanto en materia de accesos, como en materia de datos personales, son dos fundamentalmente: el tema de salud y el tema de educación. Pensamos que son asuntos de seguridad, y no, son estos dos temas los que más generan interés en la población mexicana.

La protección de datos personales en una Secretaría, que si debe certificar la información relativa a sus estudios de investigaciones. Bueno, esto me suena más a una solicitud de información o a un recurso. Con gusto los orientamos para que la misma Secretaría se pueda pronunciar, y si no les otorgan la información pueden acudir con nosotros.

Algún tipo de, ya hablamos de las cuestiones presupuestales. Sin duda alguna estaremos apoyando en toda la medida de nuestras posibilidades, sobre todo a las acciones de capacitación y de acciones conjuntas para fortalecer los temas de transparencia en las entidades federativas, y me dicen y acuérdense que los, acordémonos que de acuerdo a las disposiciones legales y los datos estadísticos se deben de proporcionar. Aquí hay preguntas muy concretas, efectivamente demasiado concretas y puntuales que yo creo que tendrán que ver con algún recurso de revisión o con lo que será algún recurso de revisión.

Si tienen alguna duda o si no se les entrega información estadística que se requiera, pues también pueden acudir y mediante un recurso de revisión, y nosotros vamos a resolver de manera pública y de cara a la sociedad.

Me preguntan también por discrepancias en información estadística. Que creo que este es un tema fundamental también con relación a la mesa.

Si yo solicito una información a una entidad y solicito otra información a una entidad que aparentemente sean de lo mismo, y las estadísticas finales o en los números finales no coinciden, hemos empezado a resolver ya, depende a la solicitud de los particulares, sobre todo, señoras y señores, la metodología. Es muy importante no solamente conocer los resultados de la información estadística. Los resultados de investigaciones, sino también, por supuesto, que sepan la metodología y los indicadores para llegar a esos resultados.

Entonces como ven las solicitudes de acceso a la información puede ser de un nivel mucho más complejo para que sean los propios ciudadanos de saber qué se está midiendo, cómo se está midiendo y obviamente cómo se llegan a esos resultados, todo esto lo pueden hacer a través del ejercicio del derecho de acceso a la información.

Y me hacen una pregunta muy particular también con la ley 3 de 3 y la Ley General de Transparencia. Acordémonos que nuestro país tiene estos, efectivamente, María, son más de dos sistemas, pero, digamos, como los dos grandes sistemas del Estado mexicano, los dos nuevos sistemas del Estado mexicano es, por una parte, el Sistema Nacional de Transparencia. Por otra parte, el Sistema Nacional Anticorrupción. 

Estamos totalmente conscientes de la importancia de trabajar cada uno en el ámbito de sus respectivas competencias, pero de manera coordinada. Acordémonos también que están iniciando y dando vigencia, poco a poco, con la instalación del Comité Ciudadano y que el INAI forma parte del Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, y que va a haber para el cumplimiento de esta 3 de 3 a los servidores públicos por parte de esta representación ciudadana la propuesta de formatos para que estas declaraciones 3 de 3 puedan rendirse bajo las mismas condiciones y circunstancias en todos los funcionarios públicos del país.

El INAI refrenda su compromiso para trabajar con una gran responsabilidad ante el Estado Mexicano, ante esta necesidad de instancias que garanticen y aseguren un combate eficaz y efectivo del combate a la corrupción en esta posición dentro del Comité Coordinador y trabajando en el ámbito de nuestras respectivas competencias.

Me parece que si bien es cierto tenemos grandes leyes el reto, efectivamente, está en la implementación. No es para menos, el Sistema Nacional Anticorrupción tendrá que haber un gran proceso a nivel nacional de adaptación de disposiciones, no solamente en el ámbito administrativo, sino también en el ámbito de responsabilidad penal.

Son muchas cosas las que se están definiendo ahora, son muchas cosas las que tenemos por definir. Recordemos que el Senado de la República ya eligió a estas nueve personas que tendrán la alta encomienda de seleccionar al Comité Ciudadano del Sistema Nacional Anticorrupción conformado por tres ciudadanos distinguidos, conjuntamente con el Consejo de la Judicatura Federal, la Auditoría Superior de la Federación, la Secretaría de la Función Pública con facultades muy concretas en materia de combate a la corrupción, y el INAI.

Creo que ya me extendí un poco, pero les agradezco estas inquietudes, sobre todo la oportunidad que me dan de comentar estas preguntas. Y las que hayan quedado pendientes, con gusto las contestaremos al correo electrónico que me están proporcionando en cada una de ellas.

Muchísimas gracias.

Juez Miguel Bonilla López: Bien. De esta forma concluye este Primer Panel: “La incidencia del Sistema Nacional de Transparencia en el ámbito Judicial”.

Quiero felicitar, como me imagino todos ustedes, a nuestros tres ponentes. La Comisionada Presidenta del INAI, Ximena Puente de la Mora; la doctora María Marván Laborde, que es Presidenta del Consejo Rector de Transparencia Mexicana y de Alejandro González García, que es Secretario Jurídico de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia, cuyas ponencias, las tres, nos han dado valiosos elementos de análisis que seguramente servirán para el resto del Seminario.

Muchísimas gracias, que tengan ustedes un excelente día. Gracias.

Presentadora: Agradecemos a los panelistas. Y en nombre de las instituciones convocantes hacemos entrega de un reconocimiento por su participación.

